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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Gandini. 


MIEMBROS: — Señores Representantes Alfredo Asti, Gustavo Bernini, José Bayardi, José Carlos Cardoso 
y Gonzalo Mujica. 


ASISTEN: Señores Representantes Pablo D. Abdala, Doreen Javier Ibarra y Lourdes Ontaneda. 


INVITADO: Señor Fiscal Penal Especializado en Crimen Organizado, doctor Ricardo Perciballe. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gandini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Tenemos mucho gusto en recibir al doctor Ricardo Perciballe, Fiscal Penal Especializado en Crimen 
Organizado. 


Antes de entrar en tema quiero informar a la Comisión como ya hice informalmente con algunos colegas que 
hace un rato se presentó en mi despacho la doctora Mónica Ferrero a disculparse porque no podría asistir, 
debido a que está en medio de un procedimiento en el que su presencia, más allá de la de los adjuntos, resulta 
imprescindible. Se trata de un procedimiento importante, que implica incautación de drogas y de bienes, 
además de la detención de algunas personas, cuyas audiencias comenzarán más o menos a esta hora. 


La doctora Ferrero tuvo la deferencia de venir personalmente a explicar las razones por las que no podría 
quedarse a la reunión, pero a esa altura no teníamos la posibilidad de cambiarla para otro día, pues 
seguramente tanto el doctor Perciballe como los colegas ya estarían en camino. La doctora Ferrero me 
trasmitió su interés en comparecer en algún otro momento, a fin de dar su opinión sobre algunos temas, sobre 
todo, el de la cooperación internacional y algunos convenios. Por ende, creo que la Comisión deberá fijar una 
nueva sesión para recibirla. 


Quiero informar al doctor Perciballe que esta es una Comisión Especial que fue creada con fines legislativos. 
En este momento, estamos en la etapa final de recolección de opiniones e informaciones de distintos actores 
vinculados con el tema, a efectos de ir identificando eventuales vacíos legales y normas a corregir. Además, 
nos interesa conocer la aplicación práctica de la normativa vigente, para poder estar atentos a las posibles 
correcciones que hubiera que implementar. La idea es hacer alguna propuesta al plenario de la Cámara con 
respecto a este tema. 


Hemos venido trabajando con las autoridades del Poder Ejecutivo y en la sesión pasada teníamos previsto 
reunirnos con los Jueces de estos Juzgados, pero en definitiva solo asistió el Juez Díaz, pues la Jueza Gatti 
estaba fuera del país. 


Le ofrecemos la palabra para que nos dé su punto de vista, siendo un actor tan relevante en una materia nueva 
que cuenta con Juzgados que han tenido que enfrentar una carga de tarea importante y muy diversa en los 
últimos tiempos. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Muchas gracias por la invitación a participar en este ámbito de trabajo, que 
me parece muy importante. Para nosotros es un gusto participar y aportar en la medida de nuestras 
posibilidades. 


Elaboré una especie de disertación para que nos ubicáramos en el tema y advirtiéramos cuáles son las 
fortalezas que tenemos, además de las debilidades o puntos mejorables en el ámbito normativo, a lo que me 
referiré al final. 


Para comenzar esta somera exposición haré una pequeña aproximación al tema del crimen organizado. Como 
ustedes sabrán, el crimen organizado no es algo nuevo. En los artículos 136 y 137 del Código de 1889 ya se 
hablaba de las bandas armadas y de las cuadrillas; en el artículo 150 del Código de 1934 también se prevé la 
figura de la asociación para delinquir. Entonces, no estamos frente a algo nuevo. Sí nos encontramos con una 
modalidad diferente, con características distintas del crimen organizado. Es importante recalcar esto, teniendo 
presente que como dije se trata de algo distinto, pero no nuevo. 


Entre las características importantes a destacar está la trasnacionalización del delito y de los grupos 
organizados. Esta trasnacionalización hace que estos grupos actúen en distintos países y que, a la vez, capten 
a grupos locales. Precisamente, con las unidades policiales con las que trabajamos estamos visualizando la 
existencia de personas vinculadas con esos grupos. Un ejemplo de ello es que tenemos presa a gente de los 
carteles de México y de Colombia, de la mafia Serbia, de los grupos organizados de Brasil y de Argentina; 
repito: es gente que está procesada y hasta condenada aquí, vinculada con esos grupos y de las nacionalidades 
mencionadas. Este es el primer carácter diferente de este crimen organizado a tener en cuenta. 


El segundo carácter distinto es la flexibilización: ellos se mueven con otros grupos organizados. De este 
modo, el que trafica con drogas se vincula con el que trafica con armas. Además, con las unidades policiales 
hemos analizado que en Uruguay se está dando, a nuestra escala, cierta copia, porque los narcotraficantes 
uruguayos se vinculan con los antiguos contrabandistas para utilizar su logística y sus rutas de acceso. Este es 
otro dato importante que hay que tomar en consideración. 


Otro punto relevante que caracteriza al crimen organizado es lo que en la jerga policial y judicial 
denominamos procesos de feudalización que se dan en la región. Lo que ocurre es que el Estado empieza a 
perder terreno y hay zonas del territorio a las que no puede acceder; nos referimos, fundamentalmente, a que 
no accede la Policía. No me gusta nombrar países, pero sí voy a decir que en algunos muy cercanos eso es 
conocido: hay lugares a los que la Policía no entra o en los que tiene serias dificultades para ingresar. 
Nosotros constatamos que en el Uruguay, de momento, esa situación no se está sufriendo porque, de una 
forma u otra, el Estado llega a todos lados y cumple con su función. La Policía, a pesar de sus dificultades, 
está llegando a todos los lugares o, por lo menos, está intentando que no surja este problema de 
feudalización. 


El cuarto elemento que se vincula con esta nueva tipología de delitos que surgió a finales de los años ochenta 
y noventa es un alto proceso de violencia asociado a la actuación de estos grupos organizados. Hace pocos 
días vino un experto extranjero sobre seguridad y nos daba estos datos que nos reconfortan y nos hacen 
vernos bien, por lo menos en este punto. 


Según este experto extranjero, el Uruguay tiene una tasa de homicidios que es de 0,5% por cada cien mil 
habitantes, porque esa es la forma de medirlo. Él analizaba países de la región no quiero nombrarlos, para no 
estigmatizar donde la tasa es de 30% o de 38% por cada cien mil habitantes. Nos hablaba de departamentos o 
de provincias de Centroamérica en los que la tasa alcanza a 100%. Uruguay tiene 0,5%, que es parangonable 
con los países del Primer Mundo. Entonces, este proceso de violencia que se da en todos los lugares donde 
estos grupos organizados comienzan a actuar en forma fuerte, por suerte hoy no lo tenemos en el Uruguay. 


El quinto elemento que también caracteriza a esta nueva delincuencia organizada es el vínculo fuerte con la 
corrupción. Lo que se ha analizado por parte de los expertos internacionales en esto trabajamos mucho con 
gente del Fondo Monetario Internacional, que viene a hacer ciertas misiones de control de cómo estamos 
funcionando, básicamente en lo atinente al lavado es que Uruguay está muy lejos de la realidad de otros 
países de la región, donde se da una fuerte imbricación entre los grupos organizados y la corrupción, donde 
las esferas de Gobierno se encuentran muy vinculadas con el narcotráfico y las esferas de decisión son 
resueltas por gente que no corresponde. Ellos visualizan que eso tampoco está pasando en Uruguay. 


Para terminar esta aproximación inicial, podríamos decir que para ubicarnos en el tema no tenemos que 
sobredimensionar el problema, pero tampoco dimensionarlo. Sí tenemos que ser inteligentes para intentar 
estar un paso delante de los procesos que se avecinan. Por eso, nosotros venimos en parte hoy para ver los 
posibles problemas y las posibles incongruencias que existen a nivel normativo, para tratar de ir solucionando 
y avanzar, pero sobre este camino que ha venido desarrollando el Uruguay, que es el segundo punto 
importante de la disertación, y que es el tema de las fortalezas. Ya vimos algunas con respecto al tema de la 
violencia y al de la corrupción, pero nuestro país también tiene muchas fortalezas esta es una tarea que 
compete a los señores Diputados, y es bueno señalarlo en lo normativo. En lo legislativo, el Uruguay tiene 
una normativa muy importante. 


El primer punto como fortaleza importante es que Uruguay ha aprobado la gran mayoría de los acuerdos 
internacionales en la materia. ¿A qué me refiero? Por ejemplo, al trípode más importante con el que 
trabajamos nosotros: la Convención de Viena sobre estupefacientes de 1988; la Convención de Palermo 
contra el crimen organizado, del año 2000 y la Convención de Mérida contra la corrupción del año 2003. 
Pero no solo eso que es un trípode muy importante y la base de todo esto: también ha aprobado el Protocolo 
Contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que 
es complementario de la Convención de Palermo; el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de 
personas, especialmente mujeres y niños, que es complementario de la Convención Nacional de los Derechos 
del Niño; la Convención Interamericana Contra la Corrupción y distintos tratados de extradición y de 
cooperación jurídica internacional. O sea que Uruguay está cumpliendo con todas las exigencias y los 
estándares internacionales en la materia. 


Un segundo punto en esto de las fortalezas normativas es que Uruguay ha aprobado un conjunto de leyes 
muy importantes en consonancia con esos acuerdos internacionales. Para nombrar algunas que son unas 
cuantas, tenemos la Ley_N* 16.707, que es la primera Ley de Seguridad Ciudadana. Ahí se introduce por 
primera vez en forma incipiente la figura del colaborador en su artículo 46. También se amplía todo lo 
atinente a la asociación para delinquir, porque se modifica el artículo 150 del Código Penal. 


También ha aprobado la Ley N* 17.016, que es la que modifica la antigua ley de estupefacientes. Ahí crea el 
delito de lavado de activos, que regula todo lo que es la cooperación jurídica internacional y el comiso de 
bienes. 


Asimismo, ha aprobado la Ley_N* 17.060, la ley anticorrupción, que es muy importante en estos temas. A su 
vez, ahí se amplía la figura del delito de lavados. 


Ha aprobado la Ley_N* 17.243, considerada la segunda Ley de Seguridad Ciudadana. Ahí se crea por primera 
vez el instituto del agente provocador, que es una herramienta que nosotros utilizamos hoy en este trabajo 
que estamos haciendo. 


También ha aprobado la Ley_N* 17.343, que amplía el lavado de activos, que luego fue derogada por la Ley 
N?* 17.835, que es muy importante, porque modifica varios puntos: amplía el delito de lavado, regula la UIAF 
y estatuye el delito de financiación del terrorismo. 


Finalmente, ha aprobado la Ley N* 18.362, que crea los Juzgados, y la Ley_N” 18.390, que crea la Fiscalía. 
La ley más importante, la última en la materia y es con la que estamos haciendo punta, es la N” 18.494; es un 
ejemplo a nivel mundial. Me ha tocado tener que salir a hablar a algún país extranjero sobre este punto y 
hemos sido felicitados porque tiene relación con el decomiso y las medidas cautelares o de bienes. 


La aprobación de todas estas leyes ha sido muy importante, pero hay dos puntos que están relacionados a lo 
anterior que no son menores. La Convención de Viena, que fue la primera ley en la materia, se aprobó en el 
Gobierno del doctor Lacalle. Las Leyes Nos. 16.707, 17.016 y 17.060 fueron aprobadas en el Gobierno del 


doctor Sanguinetti. Las Leyes Nos. 17.343 y 17.835 fueron aprobadas en el Gobierno del doctor Batlle. 
Luego, las Leyes Nos. 18.390, 18,362, 18.494, fueron aprobadas en la Administración del doctor Vázquez. 
Esto nos da una impronta muy importante: hay aquí una clara política de Estado, pero no solo esto. Si se 
analizan las votaciones de las últimas leyes importantes aprobadas, como la N* 18.494, y la Convención de 
Mérida y la Convención de Palermo, veremos que en el Senado fueron aprobadas por unanimidad y en la 
Cámara de Representantes creo que algún Diputado no las votó, pero sí la amplia mayoría. Esto nos sigue 
dando la pauta de que hay una clara política de Estado y nos marca un claro diferencial con los distintos 
países. Me parece que este capital es importante y no nos podemos apear de él. Me parece que en este 
derrotero tenemos que mantenernos. Estas son las fortalezas que uno trabajando en esto visualiza y me siento 
contento de tener un respaldo muy importante desde el punto de vista normativo. 


SEÑOR BAYARDI.- Tal vez, la votación debería haber sido por unanimidad también en la Cámara de 
Diputados. Lo que sucede es que a veces algún colega puede ser quien habla también está en otra y 
quienes respaldan a la Mesa a la hora de cantar los números se dan cuenta de eso y descuentan uno, 
aunque pueden ser más. En ese caso, creo que se debería tomar la votación por unanimidad. 
Cualquiera de nosotros que haya vivido aquí un rato sabe que es así, si no se dejó constancia expresa 
de no votar. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Creo que algo por el estilo puede haber pasado, pero la posición del 
legislador refuerza el temperamento que estaba sosteniendo. Hay una clara voluntad de consenso; hay 
una clara política criminal de Estado en esta materia. Este es un valor que tenemos que preservar 
como país. Además, como dije anteriormente, nos da un diferencial claro con el resto de los países. 


Ahora, voy a pasar a analizar los puntos que titularía como "debilidades". Tal vez, este sea un término muy 
fuerte y lo más adecuado sería "puntos a corregir". Dividí la cuestión en temas de fondo, sustanciales, 
vinculados al aspecto atinente a la normativa punitiva o sea a los delitos en sí, y en temas relativos a la parte 
procedimental o del proceso o instrumentación de nuestra actuación. Ahí vemos algunas deficiencias muy 
menores. Pero, como dije al principio, tenemos que ser inteligentes e intentar estar un paso adelante de los 
problemas para darles una solución más eficaz. 


El primer punto, que es muy importante, refiere a la falta de sistematización en la normativa. Como señalé, 
tenemos una batería muy importante de normas vinculadas al tema. Ahora bien: muchas veces una norma 
sustituye o deroga a otra, se produce una modificación. Entonces, se produce una complejidad muy grande 
para los operadores al momento de saber cuál se está aplicando, cuál rige, cuál no rige y esto dificulta las 
cosas. Por lo tanto, me parece de muy buena técnica legislativa que haya una sistematización y una 
separación de la ley sobre drogas de la ley sobre lavado. Considero que hay que diferenciarlas. Si bien 
nacieron juntas, porque el delito del lavado se creó a instancias de la Ley N* 17.016, que modifica el Decreto- 
Ley N” 14.294, hoy es de muy buena técnica legislativa separar la normativa de una y la normativa de otra, 
ya que comprenden temas vinculados pero no iguales. Los Fiscales, junto con la Secretaría Antilavado, 
estamos intentando buscar una especie de sistematización, para solucionar este tema, que no es acuciante, 
pero sí es importante. 


El segundo tema vinculado a la parte sustancial, que sí es acuciante aunque algunos operadores opinen lo 
contrario porque entienden que tiene solución refiere al artículo 8” de la Ley N* 17.835, que tal vez el 
Secretario Antilavado, el doctor Juan Carlos Díaz, ya se los mencionó. Como ustedes saben, el delito de 
lavado de activos siempre refiere a un delito precedente, a un delito antecedente. Esto es que la conducta 
penalizada es la conversión o la transferencia de delitos provenientes de otro delito. El Uruguay ha 
establecido una lista de delitos, a la que luego me referiré. Con el artículo 8” de la Ley N* 17.835, nuestro 
país alcanzó las conductas delictivas desarrolladas en el exterior conforme a la normativa internacional, al 
artículo 6” de la Convención de Palermo y a la Recomendación 1 del GAFT, que establece en la obligación de 
los Estados alcanzar las conductas precedentes desarrolladas en el exterior. Esto es básico, por lo que dijimos 
al principio de la trasnacionalidad de este tipo de delito. Por eso es importante esa norma. Pero, ¿qué 
sucedió? En la Ley N” 18.494 vuelvo a reiterar que es una ley excelente hubo un lapsus y eso implicó que al 
modificar el artículo 8 de la Ley N* 17.835 se dejara fuera el inciso que refería al alcance de estas conductas. 
Este no es un tema menor. Es uno de los puntos básicos que exigen los acuerdos internacionales y, dentro de 
esos estándares, Uruguay ha cumplido y me parece bueno que lo siga haciendo. Por ese motivo, los Fiscales 


Titulares y los Fiscales Adjuntos creamos un anteproyecto de ley que podría salvar la situación. Voy a 
proporcionar una copia a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si lo que usted transmite es que los delitos precedentes 
cometidos en el exterior hoy no son delitos precedentes en la legislación nacional, no pueden ser 
consideramos como tales y que esto es lo que quedó vigente al haberse modificado ese inciso. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Hasta la Ley_N* 17.835 regían los principios generales; no había ningún 
problema. La conducta realizada en el exterior podía ser penalizada acá de acuerdo con los principios 
generales. El artículo 8” de la Ley_N” 17.835 prevé expresamente el punto, lo otro es un tema 
doctrinario. Aquí se prevé una norma expresa: alcanzamos las conductas del exterior. Pero con la Ley 
N”_ 18.494 se deroga eso, por ende, las conductas del exterior no son alcanzadas. Pongo un par de 
ejemplos. Yo tuve una denuncia hace un tiempo en la que se investigaba un delito de lavado de activos 
de personas uruguayas y, supuestamente, el delito antecedente era en el extranjero. Cuando apareció 
esta ley hubo que tener mayores recaudos y yo dispuse el archivo. Hace cuestión de días, me llegó un 
exhorto del extranjero donde se solicitaba información acerca de un ciudadano uruguayo vinculado a 
un delito de lavado en el extranjero. Si yo tuviera la norma anterior, tendría que abrir una causa por 
un eventual delito de lavado. Allá es pasible del delito de corrupción, pero acá es pasible del delito de 
lavado. Me parece que esto nos está causando un problema. 


Soy consciente de que hay quienes entienden que esto se soluciona volviendo a los principios generales. Yo 
creo que no. Si hubo una norma expresa y se derogó, me parece que no estamos cumpliendo con los 
organismos internacionales. Considero que la mejor medida de cumplir con los organismos internacionales es 
incorporar nuevamente el inciso que se sustituyó, con algunas mejoras que hemos establecido los Fiscales 
Titulares y los Fiscales Adjuntos. 


SEÑOR ASTI.- Precisamente, tenía anotado este tema para consultarlo, ya que también se lo 
planteamos al doctor Díaz cuando concurrió a la Comisión. 


El señor Perciballe ya ha adelantado su opinión, pero quisiera saber si el hecho de que Uruguay haya firmado 
acuerdos internacionales sobre este tema posibilitaría acudir a los principios generales, dado que la 
legislación internacional obliga al país a aplicarlos, aun cuando su legislación interna no prevea 
expresamente este tema. Como bien decía el señor Perciballe, hay opiniones divididas en este sentido, pero 
nosotros aceptamos con mucho gusto este anteproyecto. En realidad son dos los incisos que faltan en el 
artículo 8*. 


Igualmente, quisiera saber si mientras no esté vigente esa nueva norma que reincorpore esos incisos que 
faltan, no es posible aplicar las convenciones internacionales para perseguir esos delitos que se realizan 
precedentemente en el extranjero. 


SEÑOR PERCIBALLE.- No. Desde mi punto de vista esto es opinable, se estaría violando el principio 
de legalidad. Todo delito tiene que estar estrictamente determinado y acá tendríamos que ir a la 
interpretación de una norma de carácter extranjero que nosotros aprobamos, que lo que hace es 
obligar a los Estados a que legislen. Entonces, no es un tipo penal, sino una norma que obliga a los 
Estados. Y cuando hablo de los principios generales, me refiero a la posibilidad de imputar algún otro 
tipo de delito, como el de encubrimiento. Eso se podía hacer hasta la creación del artículo 8” de la Ley 
N* 17.835. Cuando hubo norma expresa y después derogación, según mi criterio que, reitero, es 
discutible, se parte de la base de que el legislador tuvo la voluntad de derogar esa posición. Entonces, 
me parece claro que hay que legislar sobre esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De las palabras del doctor Perciballe surge una situación que en los hechos, 
aparentemente, es más complicada; él me lo confirmará. Y no quiero con esto abrir ningún juicio, sino 
simplemente constatar ciertos hechos. 


No solo se produce este vacío legal o esta situación que obliga a remitirse nuevamente a los principios 
generales, sino que esta es una de las posiciones; no es la única. Quiere decir que, eventualmente, una misma 


situación puede ser considerada por un Juez o por un Fiscal de una u otra manera, disponiéndose su archivo o 
haciéndose referencia a los convenios internacionales. Es decir que lo que un Juzgado podría archivar, otro, 
lo podría transformar en causa, porque esa interpretación libre que se ha generado distorsiona la aplicación 
por parte de la Justicia. 


Me parece que la constatación de estos hechos nos hace más conscientes de la situación en cuanto a que, más 
allá de la opinión que podamos tener sobre el tema, hay una circunstancia sobre la que tenemos que actuar. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Antes que nada, aquí estamos frente a un tema básico, que es el principio de 
independencia, que cada uno de nosotros tiene. 


De todas maneras, me parece que si cumplimos los acuerdos internacionales como lo hemos venido 
haciendo, se solucionaría el problema. 


SEÑOR BAYARDI.- Quisiera saber si en el marco académico, desde el punto de vista doctrinario, hay 
alguna opinión distinta respecto al carácter vinculante entre el lavado de activos y el delito precedente. 


Digo esto porque comparto lo que el doctor Perciballe expresó respecto a que, habiendo existido una norma, 
la derogación posterior, es una expresión de voluntad, haya sido o no haya sido un lapsus. Quien interpreta la 
ley no mide los lapsus, sino que lee el marco legal que le corresponde. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Desconozco la materia, pero me gustaría puntualizar que mi criterio en esto 
es ser lo más mesurado posible. Estamos frente a delitos nuevos, ante problemáticas nuevas: actuemos 
con la mayor de las prudencias. ¿Por qué? Porque cada paso en falso es un paso atrás, y me parece que 
ese paso atrás va en desmedro de una eficacia, de una legitimación que poco a poco se ha ido ganando. 
Entonces, siempre, en cada uno de los institutos que debemos aplicar, el criterio es el de la 
ponderación. 


El anteproyecto tiene una exposición de motivos que les puede servir como insumo. Nuestra idea no es dar 
ninguna directiva, sino aportar humildemente a un trabajo. Ustedes son los actores que tienen la 
responsabilidad en esto. 


El anteproyecto dice así: "Artículo Único: Incorpórase al art. 8” de la ley N* 17.835 de 23 de setiembre de 
2004, sustituido por el art. 1? de la ley_N? 18.494 de 11 de junio de 2009, los siguientes incisos: 'En los casos 
previstos en el presente artículo serán aplicables las disposiciones contenidas en los arts. 58 a 67 y 71 a 80 
del Decreto Ley N* 14.294 de 31 de octubre de 1974, incorporados por el art. 5* de la ley N* 17.016 de 22 de 
octubre de 1998, con las modificaciones introducidas posteriormente.- Las disposiciones del presente artículo 
regirán aún cuando el hecho antecedente origen de los bienes, productos o instrumentos hubiera sido 
cometido en el extranjero, en tanto el mismo hubiera estado tipificado en las leyes del lugar de comisión y en 


m 


las de nuestro ordenamiento jurídico interno"". 


De esta forma, queda contemplado lo que señaló, con buen criterio, el señor Diputado Asti cuando dijo que la 
omisión era en dos incisos. Aquí están ambos. 


Asimismo, también se mejora la redacción inicial porque se habla de conductas delictivas y no de delitos, lo 
que implica toda otra complicación de la que, si quieren, podemos hablar, pero no es el punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde ya le agradecemos el aporte. La tarea de la Comisión es, precisamente, 
recibir ideas y aportes, y luego evaluar los eventuales cambios legislativos. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Vistos estos dos aspectos importantes a mejorar, queda por plantear un tema 
de política legislativa que ustedes deberían resolver. 


Como ustedes sabrán, el delito de lavado de activos refiere a un delito antecedente, pero a nivel internacional 
ese antecedente está caracterizado en tres sistemas: un sistema de listas, que es el que tenemos nosotros y 
Brasil; un sistema abierto, que no refiere a ningún delito en particular, que es el que tiene España y creo que 
también Argentina, que es el que establecen las Recomendaciones del GAFI y la Convención de Palermo, y 


un sistema mixto, que utiliza los dos mecanismos, que tienen algunos países de América. Uruguay se ha 
afiliado con muy buen criterio, en principio al sistema de las listas. Ahora bien, me parece que habría que 
profundizar un poco más en este tema o, por lo menos, plantearse la discusión que de eso se trata de si con 
este sistema cerrado porque de última son solo esos precedentes no quedan afuera algunos delitos que son 
importantes. Por ejemplo, los organismos internacionales plantean qué pasa con el homicidio, qué pasa con el 
caso del sicario. Y yo me planteo otra hipótesis que no fue alcanzada ojalá no pase y es la siguiente. Si 
vuelven a actuar las que en la jerga policial se denominaban "polibandas", que se dedicaban a rapiñar bancos, 
ese dinero que es fácilmente convertible y pasible de ser lavado, ¿no lo vamos a alcanzar? ¿No hay una 
incongruencia en eso? ¿No existiría la posibilidad de abrir la lista a estos otros delitos antecedentes? ¿Queda 
clara la idea? Es una decisión política que ustedes deben tomar entre mantener este criterio, que no es malo, o 
abrir más el espectro y vemos la posibilidad de abrir la lista a otro tipo de delitos pasibles de ser alcanzados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando usted plantea esta posibilidad de abrir la lista, ¿está pensando en 
abrir la lista y agregar nuevas o eventuales conductas delictivas o utilizar una fórmula abierta dentro 
de la cual entren estas nuevas y otras, que hoy no se nos ocurren, pero como la imaginación es muy 
fértil, pueden aparecer? 


SEÑOR PERCIBALLE.- Creo que en materia de delitos fuertes o duros, abarcamos todas las 
hipótesis, lo único que quedaría afuera es el homicidio, que en el caso uruguayo es muy poco probable 
en la actualidad; no sabemos qué pasará a futuro. Lo que si es probable es que alguien que haya 
cometido un delito en el extranjero, venga aquí; esta situación no es poco probable. La opción es de 
ustedes; yo todavía no tengo posición al respecto. Me parece que lo importante es tener la cabeza 
abierta para que no se nos escapen cosas. Podemos incluir estos delitos y mantener el sistema de listas o 
ir a una opción amplia, como España y Argentina, que tienen un sistema abierto, sin listas. 


SEÑOR ASTI.- Por lo que entiendo de sus palabras, doctor, usted estaría planteando la opción de que 
en lugar de hacer una lista de delitos tipificados en esa misma lista, incluyamos a todas las actividades 
delictivas que luego pudieran tener una culminación en el lavado de activos. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Los países que regulan sistemas amplios dicen: "todas las actividades 
delictivas" y punto. Entonces, en "todas" quedan incluidos todos los delitos. 


El punto está relacionado con otro que yo iba a tratar y es otro tema a discutir: el tema de las penas. Este no 
es un tema menor y vuelvo a la ponderación. ¿Qué pasa? La primera Ley de Lavado de Activos, Ley _N* 
17.016, estableció una pena de veinte meses de mínima a diez años de máxima cuando comprendía solo el 
delito antecedente de tráfico de estupefacientes. La Ley N* 17.835 modifica en dos aspectos la Ley N* 
17.016. Amplia los delitos precedentes; incluye terrorismo, corrupción, o sea, varios "delitos pesados", en la 
jerga policial y judicial y, a su vez, amplía notoriamente la pena, llevándola a dos años de mínima o sea que 
es inexcarcelable a un máximo de quince. En términos uruguayos, esta es una pena fuerte. Ahora bien, con la 
Ley 18.494 se amplía más el número de delitos y se incluyen otros que no tienen tanto peso, que no son de 
tanta relevancia. Para poner algunos ejemplos, menciono la estafa y la apropiación indebida. Estoy haciendo 
una apreciación para que ustedes valoren. ¿Qué pasa? La apropiación indebida, por el artículo 351 del 
Código Penal, tiene un mínimo de tres meses y un máximo de cuatro años. A su vez, la estafa, por el artículo 
347 del mismo Código, tiene un mínimo de seis meses y un máximo de cuatro años. Ahora bien, si estafo, 
tengo una pena máxima de cuatro años, pero si yo lavo dinero de la estafa, tengo una pena de quince años. 
Me parece que, por lo menos, nos debemos plantear esta situación. 


Yo quería dejar esto planteado. No tengo solución. Sé que esto está muy vinculado al tema del bien jurídico 
protegido, pero por lo menos, la discusión hay que darla, repito, para ser ponderados en todos estos institutos. 


SEÑOR ASTI.- Precisamente, como estas penas establecen un mínimo y un máximo supongo que, con 
la debida ponderación con que actúan todos los agentes en el proceso judicial, se podrá tener en cuenta 
cuál es el delito precedente, si tiene una pena máxima de cuatro o diez años, para establecer la pena al 
delito de lavado de activos que se va a aplicar. Creo que estaría también utilizando sus palabras si digo 
que en la ponderación de quien pide la pena y de quien la dicta, que es el juez, se graduaría el delito 
precedente y el de lavado de activos. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Es correcto, señor Diputado Asti, pero creo que puede llegar a haber una 
solución legislativa. Por ejemplo, el artículo 279 del Código Penal argentino prevé la hipótesis de 
ponderar la pena del lavado en relación al delito precedente. Es decir que en él ya se estableció desde el 
punto de vista normativo la obligación de parangonar una con otra, lo que me parece que acota 
bastante la posición del Juez. 


SEÑOR BAYARDI.- Usted hacía referencia a la necesidad de actuar con ponderación y decía que no 
debería haber pena sin ley porque en el derecho penal debe haber claridad respecto del delito que se 
comete. Entonces, quiero saber si el sistema abierto no abriría camino a un espacio de discrecionalidad 
que estaría conspirando contra la identificación precisa del delito a la hora de hacer la asociación del 
lavado. 


Por otra parte, puede darse cierta tendencia de los operadores no digo a nivel judicial sino de quienes deben 
evitar este tipo de delitos en el siguiente sentido. Por ejemplo, yo realizo un delito, un robo de características 
significativas. Entonces, a menos que solo quiera ilustrarme con la cara de Washington o de algún prócer 
norteamericano, voy a tener que hacer algo con el dinero. Por ejemplo, adquiero algún bien el que, 
eventualmente, me rentará o servirá para mi satisfacción personal. Después si se vincula eso al lavado de 
activos en el sentido de que yo proceso eso con ese dinero determinadas acciones, voy a sumarle a la pena 
por el robo el delito primario algo que seguramente no haya estado concebido de esa manera porque la lucha 
del lavado de activos está directamente vinculada a la persecución del delito trasnacional, en primer lugar, y 
contra determinados delitos que afectan bienes del Estado que hacen a la gobernanza o a la gobernabilidad; 
cualquiera de las definiciones que se quiera poner. 


Entonces, quería hacer esa salvedad con respecto al tema de las listas y preguntar si integrar delitos a la lista 
no puede llevar a que haya una especie de inflación penal en cuanto a las penas que se adjudica a delitos que, 
en realidad, no atentan contra los bienes jurídicos que se pretende proteger cuando hacemos referencia al 
lavado de activos. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Es posible que eso sea así. Sin embargo, aclaro que yo puse como ejemplo dos 
tipos de delitos: rapiña y homicidio. 


En otros países el sistema es abierto pero no se persigue a todo el mundo por lavado de activos; estos casos 
son muy puntuales. Además, para que esto suceda se debe violar el bien jurídico de atentar contra el orden 
socio económico del Estado. En este sentido, me parece que una persona que cometa un hurto simple no va a 
alterar el orden socio económico del Estado. Entonces, deben conjugarse las dos situaciones. Comprendo que 
esa apertura puede tener implícita esa posibilidad, pero en los hechos no creo que acontezca. Es más: 
actualmente se procesa gente todos los días por apropiación indebida y por estafa. Sin embargo, no recuerdo 
capaz que me olvido de algún caso que se esté investigado a alguien por lavado de activos provenientes de 
estafa o de apropiación indebida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, lo que usted está planteando es que la primera ley establece 
como delito precedente el tráfico de estupefacientes. Luego, en una segunda ley, se incorporaron otras 
conductas. 


SEÑOR PERCIBALLE.- La Ley N* 17.060 ya prevé los delitos de corrupción. Y así sucesivamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por su parte, la ley aprobada en el año 2009 incorpora nuevas conductas 
delictivas; es decir que esta es una tercera ley. 


Ahora, se estaría planteando la posibilidad de incorporar otras conductas delictivas que podrían ser 
precedentes del delito de lavado de activos, como el homicidio y la rapiña. 


Un camino a seguir sería incorporar otras conductas en una futura ley, para que no se nos escapen. Otro, 
podría ser pasar a una formulación abierta, que se utilizará en la medida en que sea necesario, porque existen 
nuevas conductas delictivas que pueden ser precedentes; a lo mejor hoy no lo son, pero como esto es muy 
cambiante, la legislación las puede prever de un modo general. 


Como dijo el doctor Perciballe, esto tiene que ver con una cuestión de decisión política legislativa. De todos 
modos, este es un tema interesante que queda planteado a la Comisión. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Para poner un ejemplo, les comento que la legislación de España habla de 
delitos graves. Esto, por lo menos, acota el margen; también es cierto que es difuso porque, ¿qué se 
entiende por delitos graves? 


Por su parte, la Convención de Palermo lo acota aún más, ya que establece qué se entiende por delito grave y 
fija pautas desde el punto de vista punitivo, como parámetro para entender qué es una pena grave. 


Pienso que por ese camino puede estar la solución al problema. 
Ahora voy a referirme a otro punto que también es de decisión parlamentaria; por eso lo planteo. 


He notado que distintas leyes de la región establecen penas acumulativas: una pena de prisión sumada a una 
pena de multa. Esta es una opción que quiero dejar planteada, para que se analice esa posibilidad. Esto es 
muy común en los delitos de corrupción. 


Por otra parte, también me parece que se debe solucionar otro tema que tiene que ver con el tráfico de armas. 


Como ustedes saben, Uruguay aprobó el Protocolo contra el tráfico y la fabricación de armas, que 
complementa la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada. Ese Protocolo obliga a 
los Estados a tipificar el delito de tráfico de armas; al día de hoy Uruguay no lo ha hecho. 


Es cierto que en este tema también podemos volver a los principios generales, y si se da una circunstancia de 
este tipo podemos ir a otra figura como la del encubrimiento o el contrabando, pero sería bueno plantearnos 
esta situación para salvarnos de problemas futuros. Si el concierto internacional establece la necesidad de 
incorporar este delito sería bueno que, por lo menos, nos planteáramos el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que si hoy llega al Juzgado un caso relativo al ingreso al país de 
modo ilegal de armas, lo que puede hacer la Justicia es incluirlo dentro del delito de contrabando, 
como si hubieran entrado cigarrillos o televisores, porque no tiene una figura específica. Obviamente, 
debería ser mucho más grave el ingreso al país de modo ilegal de armas que de cualquier otro objeto 
común de contrabando, que tiene un fin económico; este podría tener otro fin. 


Quiere decir que, por analogía, hay que aplicar otra figura como la del contrabando ya que no existe la figura 
específica del tráfico de armas. 


SEÑOR PERCIBALLE.- En primer lugar, acoto que yo quitaría la palabra analogía porque, en gran 
parte, está prohibida en Derecho Penal. 


Como se dijo, ese delito es pasible de ser alcanzado por el delito de contrabando porque se trata de un ingreso 
ilegal. Es clarísimo que contraviene las normas y que se da con las características de este delito; o sea que la 
conducta es alcanzable. Sin embargo, debemos tener en cuenta que la pena de contrabando se remite a la del 
hurto, que tiene un mínimo de seis meses; o sea que estamos hablando de una pena muy baja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ingresan estupefacientes a territorio uruguayo, también es un 
contrabando, pero hay normas específicas que hacen que este delito sea mucho más grave, por las 
características del bien que se trafica. Entonces, algo similar habría que pensar para el tráfico de 
armas. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Correcto. 


Ahora me voy referir a lo que llamo aspecto adjetivo, de instrumentación o parte procesal, en el que tenemos 
algunas situaciones a resolver. 


El primer punto que no es menor es resolver nuestras competencias; esta es otra tarea importante que tienen 
por delante. 


Actualmente tenemos una competencia muy amplia. Estos Juzgados y Fiscalías se crearon en un momento 
especial. Intervino mucha gente a favor de su creación, pero también intervino mucha gente que quiso 
introducirse para que la competencia fuera alcanzada por nosotros. Esto nos genera un problema importante 
con relación a la eficacia de la función. Si estamos tapados de papeles y de investigaciones que podría llevar 
adelante el fuero penal común, empezamos a perder credibilidad, terreno y empezamos a perder en la lucha 
contra el crimen organizado, función que todos querían que cumpliéramos. 


Voy a poner dos ejemplos en este sentido, que desde nuestro punto de vista son bastante paradigmáticos. 


Nosotros tenemos el delito de defraudación tributaria con competencia nacional. Si hay una defraudación 
tributaria en Rivera o en Artigas de una simple persona no discrimino a nadie, que hace una maniobra para 
salvar la situación tributaria, eso viene a Montevideo. Yo pregunto: ¿es correcto que nosotros tengamos que 
instruir el caso de una sola persona, en el que no hay una organización detrás? Si detrás hay una 
organización, que intenta defraudar al fisco, bienvenida sea la investigación y la persecución por parte de la 
Fiscalía y de los Juzgados Especializados. Pero no podemos actuar en todo el país y en temas tan puntuales. 


Por otra parte, en estos días estamos con mucho trabajo a raíz de una política que adoptó INAÚ. El Instituto 
ha decidido con muy buen criterio apuntar a todos los centros de eventual explotación sexual de niños y 
adolescentes; esto me parece muy correcto. Muchos de estos casos son problemas sociales y no hay 
organización detrás. Sin embargo, tenemos unas veinte o treinta investigaciones con unidades policiales 
detrás sobre casos que, en definitiva, no sabemos si son competencia nuestra. 


Por este motivo, los cuatro operadores, los Fiscales y los Juzgados, somos muy fuertes en este tema en el 
sentido de que hay que solucionar esta situación. | En contrapartida a eso porque no nos queremos sacar el 
trabajo; queremos tener trabajo, pero el que corresponda, ponemos como ejemplo el secuestro lo hablamos 
con las unidades policiales, principalmente con el Director Nacional de Policía, que no está entre nuestras 
competencias. Yo me pregunto: ¿el secuestro no es un típico delito del crimen organizado? ¿No se necesita de 
cierta logística? Si sacamos a aquel que hace un secuestro en forma aislada que no es la regla, el secuestro es 
un típico delito del crimen organizado, y no está dentro de nuestra competencia. Me parece bueno que por lo 
menos se plantee la posibilidad de que esté. 


Me planteo dos hipótesis más. ¿Qué pasa si hoy o mañana viene un Jefe de Estado extranjero y se atenta 
contra su vida y contra su libertad, artículo 138, Título I del Libro II del Código Penal? Eso no está dentro de 
nuestra competencia. ¿No debe haber una organización detrás para llevar adelante eso? Si se produce un 
atentado contra un diplomático extranjero artículo 138 del Código Penal necesariamente debe haber una 
organización detrás, y eso no está entre nuestras competencias. 


El caso al que refiere el artículo 140 del Código Penal: atentado contra la vida, libertad e integridad del 
Presidente de la República, tampoco está dentro de nuestra competencia y me parece bueno que esté. 


Por eso, los fiscales, titulares y adjuntos, hemos realizado otro proyecto tendiente a modificar la competencia 
de los juzgados especializados. El artículo que voy a entregar ahora es largo. Trabajamos de acuerdo al actual 
artículo 414 de la Ley N* 18.362, que fija las competencias de los juzgados especializados. Sobre esa base 
hicimos las modificaciones que entendíamos pertinente repito para dar un insumo a los señores legisladores a 
efectos de que por lo menos traten este asunto. Reitero que en algunos casos nos estamos llenando de papel, 
por lo que nos parece bueno, para mayor eficacia de nuestra función, quitar algunos delitos e incorporar 
otros. Básicamente, se hace referencia a los puntos mencionados y a algunas incongruencias planteadas. 
Además, se apunta a solucionar ciertos problemas vinculados con modificaciones posteriores. Para dar un 
ejemplo, la Ley N* 18.411, que deroga el artículo 76 de la Ley N* 2.230, nos deja sin algunas competencias; 
la Ley Concursal también implica algunas derogaciones tácitas de nuestras competencias e incorpora un 
nuevo delito. Todo eso fue contemplado en la redacción que entrego. Otro ejemplo: los artículos 9” y 10 de la 
Ley N? 18.494 no estaban dentro de nuestra competencia y me parece que sí es competencia exclusiva; 
cuando se atenta contra la seguridad de aquellas personas que van a declarar o se viola la reserva de las 
personas protegidas entendemos que es de nuestra competencia. Por eso, dejamos este insumo de trabajo, 
totalmente perfectible, que por lo menos da una impronta sobre los problemas que se podrían solucionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero formular una consulta. El señor Fiscal fue claro con relación a que 
este proyecto cuenta con trabajo previo y con el acuerdo de jueces y fiscales. 


SEÑOR PERCIBALLE.- En todo momento aclaré que me refería a los fiscales. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Me pareció entender que los jueces también estaban de acuerdo. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Hemos hablado algunos casos con los jueces, pero no quiero ponerlos en este 
compromiso. Sí pongo en compromiso a los fiscales. Todos los casos que presenté aquí fueron 
acordados con los fiscales titulares y adjuntos. Los jueces pueden brindar su opinión al respecto; 
hemos hablado sobre algunos casos, pero no puedo comprometer su opinión. 


SEÑOR ASTTI.- A efectos de que conste en la versión taquigráfica, el doctor Perciballe se está refiriendo 
a los fiscales especializados en el tema, ¿verdad? 


SEÑOR PERCIBALLE.- Me refiero a los Fiscales Penales especializados en Crimen Organizado: la 
doctora Ferrero y quien habla. 


(Diálogos). 


———- Otro tema importante que quiero mencionar refiere a la obligación de colaborar por parte de los 
organismos estatales. ¿Por qué esto? En las investigaciones que llevamos adelante durante estos años 
inclusive, la doctora Ferrero tiene más experiencia en la materia y los jueces especializados también hemos 
venido realizando protocolos de actuación. ¿Qué quiere decir? Que frente a determinada situación debemos 
hacer esto y esto, y la Policía debe hacer esto y aquello. ¿Para qué? Para hacer una sistematización del trabajo 
y para brindar garantías a los investigados. En ese marco de protocolos que tenemos para distintas 
investigaciones cuando se trata de un caso de drogas se actúa de una forma y cuando se trata de tráfico de 
niños o de explotación sexual de niños se actúa de otra manera se tuvo en consideración la idea de formar 
equipos multidisciplinarios y multiestatales. Para ejemplificar esto cito la investigación del caso Feldman en 
el que tuve la oportunidad de actuar en la cual citamos a todas las unidades especializadas de la Policía las 
más relevantes y las que interesaban en el tema: Dirección Nacional de Información e Inteligencia, Dirección 
Nacional de Policía Técnica y la Dirección General de Represión del Tráfico Mícito de Drogas, a las unidades 
militares que tenían relevancia en el tema, al personal de la UIAF, al personal de la DGL, al personal de la 
Secretaría Nacional Antilavado de Activos y a la contadora del ITF. ¿Para qué? Para que ellos, desde sus 
distintos ámbitos, nos den asesoramiento e insumos de trabajo para la investigación. ¿Qué ganamos con esto? 
Economizamos recursos, porque sí yo, como fiscal, le pido al juez una pericia determinada, eso implica 
determinado costo y, de esta forma, llamamos a los organismos y estos colaboran. Ahora bien: hay 
instituciones de esas que nombré que son auxiliares de la Justicia y tienen la obligación de colaborar, pero no 
todos tienen esa obligación. Hoy menciono a estos organismos del Estado, pero mañana se puede tratar del 
Banco de la República, la Aduana, el Banco de Previsión Social u otro organismo, y no necesariamente están 
obligados a colaborar. Entonces, los fiscales especializados en el crimen organizado nos planteamos la 
posibilidad de la existencia de una norma que obligue a los jerarcas del Estado a prestar su asesoramiento. 
Hasta ahora, hemos tenido la mayor de las colaboraciones, pero hoy o mañana el jerarca de un organismo 
puede decir "No, yo necesito a mis funcionarios, no los puedo aportar para una investigación de este tipo 
porque salen de las funciones que cumplen todos los días". Podrá tener sus razones, para hacerlo, pero nos 
veríamos impedidos de un aporte importante de gente que tiene su experticia en la materia. 


Por ese motivo, proponemos un artículo al respecto, con dos redacciones distintas, dando la posibilidad de 
mayor amplitud en una de ellas. Una primera opción de redacción del artículo establece: "Dispónese que 
todos los organismos del Estado se encuentran obligados a brindar el asesoramiento que requieran los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal especializados en Crimen Organizado o a solicitud de los 
Fiscales Letrados Nacionales en lo Penal especializados en Crimen Organizado, en las causas de su 
competencia, a través del aporte de personal especializado". 


La segunda opción de redacción del artículo establece: "Las entidades públicas, cualquiera sea su naturaleza 
jurídica, están obligadas a prestar su asesoramiento y colaboración en los aspectos que así lo requieran los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal especializados en Crimen Organizado por sí o a solicitud 


del Ministerio Público, a efectos de mejor instruir las causas de su competencia". Queda claro que esto no es 
para aplicar todos los días, sino para temas importantes, a efectos de que en esos casos sí podamos contar con 
este insumo necesario. Reitero: para nosotros es importante y consideramos que es una buena posibilidad de 
economizar recursos. 


SEÑOR BAYARDI.- En cuanto a los dos textos, debo señalar que hay una diferencia. En uno se hace 
referencia a los organismos del Estado y, en el otro, se extiende a todas las entidades de naturaleza 
pública, cualquiera sea su naturaleza jurídica, y hay una cuestión que refiere a qué quedan obligados. 
En uno quedan obligados al asesoramiento, mientras que en el otro quedan obligados al asesoramiento 
y colaboración en los aspectos que así lo requieran los Juzgados del Crimen Organizado por sí o a 
solicitud del Ministerio Público. En realidad, la segunda redacción no solo es más extensiva respecto al 
tema de las entidades que quedan sujetas a esta obligación, sino también a las obligaciones que se 
adquieren. Me gustaría que se me explicara un poco más este aspecto. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Hemos planteado estas dos redacciones posibles, que están dentro del mismo 
marco. Comprendo que hay diferencias; nosotros planteamos las dos posibilidades para que los señores 
Diputados las valoren, sin perjuicio de que entiendan otra cosa. 


Reitero que comprendo que hay diferencias. Nosotros tenemos más intenciones en el segundo texto porque es 
más abarcativo. De todas formas, planteamos estas dos hipótesis. 


SEÑOR BAYARDI.- El problema radica en ese punto: el más abarcativo refiere a la colaboración y 
tiene que ver con qué se entiende por colaboración. Voy a poner un ejemplo. Hay información que 
tienen los organismos y que es reservada, que pueden liberarla ante la instancia de un juez, no ante la 
solicitud de un fiscal. O sea: el fiscal debe remitir la autorización al juez y este debe valorar su 
pertinencia y obligar al organismo a dar la información. Digo esto porque se extiende un poco más la 
obligación y mi pregunta anterior iba dirigida a que el espacio de colaboración es lo suficientemente 
amplio como para que puedan verse obligados a prestar cualquier tipo de colaboración a instancias de 
un pedido fiscal sin que pase por la resolución del juez. ¿Se entiende mi preocupación? 


SEÑOR PERCIBALLE.- Sí. Creo que existe alguna norma que prevé la posibilidad de que el fiscal 
actúe. Si no recuerdo mal, creo que es la Ley N” 17.060. Ese no fue nuestro espíritu. Acá lo que se está 
planteando es lo del principio: que los técnicos vengan a colaborar en la investigación. Por ejemplo, si 
yo necesito un oficio, que me envíen determinada información, necesariamente tengo que pasar por el 
Juzgado. Entonces, yo solicito al juez que oficie a tal entidad, y me envía la información. Pero aquí no 
se trata de información, sino de gente que venga a trabajar en investigación, porque nosotros no 
podemos hacer el trabajo de campo y hay un montón de materias que no dominamos. En la DGI hay 
gente que esto lo tiene muy claro y nosotros no necesariamente. 


Esa es la idea y por ello aportamos un insumo más a la Comisión a fin de que se tenga en consideración este 
tema, que a nosotros nos interesa. Es un hecho que es algo que ya estamos realizando. Nosotros queremos 
prever la posibilidad de cambios en una política de colaboración, nada más que eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, en la hipótesis de que se requiera la intervención del juez por algún 
oficio, ahí no hay excepciones, es decir, siempre va a tener que ser así. Lo que ustedes solicitan es la 
colaboración, y creo que la piden en ambos casos porque si bien en el primer artículo no se habla de 
colaboración, al final se termina diciendo "a través del aporte de personal especializado". Ahí lo que se 
solicita es que el organismo se involucre activamente con su personal, que conoce sobre el tema de una 
causa. Por ejemplo, el Banco de la República tiene gente que conoce de una materia específica, tiene 
información al respecto y la idea es que trabaje junto con el equipo del Juzgado o de la Fiscalía. Esto es 
lo que ustedes quieren hacer. 


Creo que la segunda redacción sí tiene una diferencia en cuanto al ámbito de aplicación porque refiere a las 
entidades públicas y va más allá de los organismos del Estado, es decir, llega a lo departamental, a los 
organismos descentralizados, a las personas públicas no estatales, etcétera. En algunos casos, hoy hay 


personas públicas no estatales que pueden estar cumpliendo la tarea de colaboración o de asesoramiento en 
ciertos casos muy concretos. 


Nos quedamos también con este tercer aporte para el trabajo de la Comisión. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Otro de los aspectos que nos está complicando un poco la tarea es el tema de 
los procesos incidentales en todas las investigaciones importantes. 


Como ustedes sabrán, cuando se hace un procedimiento de drogas para poner un ejemplo típico de nuestro 
trabajo se detiene a un cúmulo importante de personas hay procedimientos que tienen veinte detenidos, 
quince procesados y tras ello se incauta un conjunto importante de bienes. A esta altura lo que más nos 
interesa es la incautación de bienes, porque eso genera un beneficio importante de recursos para el Estado. 
Hete aquí lo paradójico de la situación: muchas veces los narcotraficantes se preocupan más de todos esos 
bienes que de su propia libertad; pelean mucho más por los bienes que por su libertad. No interponen ningún 
recurso para la libertad, porque ya saben que la tienen perdida, pero sí pelean, y mucho, por los bienes. 
Cuando pelean por los bienes, empiezan los problemas que se nos generan con los incidentes, porque cada 
vez que alguien reclama un bien hay que formar un proceso incidental y este comienza a tener 
complicaciones con el proceso principal. Tenemos el proceso que se establece sobre la responsabilidad de la 
persona y un proceso incidental. Entonces, muchas veces ese proceso incidental tranca el proceso principal. 
La idea es tratar de solucionar este aspecto con algún vericueto desde el punto de vista procesal, que podría 
ser establecer la admisión del incidente y la posibilidad de que los recursos tengan un efecto diferido a la 
sentencia definitiva. No sé, habría que buscar la vuelta para salir de este problema que nos complica, porque 
esto trae aparejado que después no podamos condenar en tiempo y en forma a la persona, y ahí empieza otro 
tema vinculado, que es el del plazo razonable, es decir, comienzan las libertades por plazo razonable y 
estamos en este tema de nunca acabar. Me parece que dentro de esta posibilidad de modificar el ámbito 
normativo también se tendría que tratar de mejorar esta situación de los incidentes. 


SEÑOR BAYARDI.- Con relación a los incidentes, hay un problema: como refiere a lo procesal y las 
modificaciones de naturaleza procesal son relativamente complicadas esto ya lo hemos visto cada vez 
que tuvimos que modificar los Códigos del Proceso ya sea el penal o el general, acá sí importaría que a 
punto de partida ya hemos contado con bastante aportes de los fiscales en materia de textos se hiciera 
alguna consulta en el ámbito judicial, en la Suprema Corte de Justicia, para saber qué se piensa al 
respecto porque cualquier cosa que se toque, desde el punto de vista normativo, en lo que son las 
técnicas procesales, pueden afectar distintas instancias. Es claro para el lavado de activos, pero 
necesitaríamos de algún aporte o alguna referencia que se pueda convocar para considerar este asunto 
por la importancia que ustedes le dan. 


SEÑOR PERCIBALLE.- Sin duda que este es un tema complicado que se debe consultar a las 
Cátedras de Derecho Procesal. Yo lo que estoy planteando es el problema. Lamentablemente, en esto 
no hemos tenido solución. 


En cuanto a las técnicas especiales de investigación, como ustedes saben, Uruguay cumplió con los 
organismos internacionales y ha legislado en la materia. Tenemos reguladas las cuatro técnicas especiales de 
investigación criminal, que son parte de los estándares internacionales en ese sentido. Me voy a detener en 
cada uno de ellos a fin de señalar, que, por ejemplo, la figura del colaborador no ha tenido ningún 
inconveniente, la utilizamos y por el momento yo creo que no necesita ninguna modificación legislativa. La 
figura de la entrega vigilada también es una técnica que utilizamos muy rutinariamente sin ningún 
inconveniente, que nos ha dado muy buenos resultados y tampoco necesita modificación. 


La figura del agente encubierto no ha sido utilizada. En este momento estamos en una investigación con uno 
de los jueces en la que es posible que la utilicemos. Hemos tratado de ser ponderados en esto, porque 
entendemos que es un instituto complicado y estamos ante la posibilidad de introducirlo. La única 
modificación que habría que pensar en este caso refiere que se trate necesariamente de un agente público. 
Creo que es bueno el criterio de que se trate de un agente público, pero podemos entrar en contradicción con 
la posibilidad de colaboración extranjera, porque ¿qué pasa si en el marco de una cooperación con un país 
necesitamos la introducción de un agente extranjero en el Uruguay? Eso no está regulado y, al menos, habría 
que plantearlo. Nunca ha sido solicitado, que yo sepa, pero en esto hay que abrir el paraguas. 


En lo que refiere a la vigilancia electrónica ese es el término técnico, pero, en los hechos, lo que hacemos 
fundamentalmente son interceptaciones telefónicas es un recurso rutinario que nos ha dado muy buen 
resultado y que usamos con extrema prudencia, porque sabemos que cualquiera de estas técnicas vulnera 
derechos. Lo que tratamos de hacer es ser muy eficaces, pero sin vulnerar ninguna garantía para no perder 
terreno, no perder credibilidad ni legitimación, y para no ir en desmedro de las herramientas, porque estas son 
muy buenas herramientas, pero que hay que utilizarlas con muy buen criterio porque, de lo contrario, se 
pueden perder. Debemos ser fuertes para cuidar la herramienta y por eso vemos que en el tema de la 
vigilancia electrónica y, específicamente en el de la interceptación telefónica, por lo menos habría que 
plantearse algunas cuestiones. 


En primer lugar, a diferencia de las otras técnicas de investigación criminal, en esta no se requiere resolución 
fundada. Sin embargo, me parece que sería bueno que la hubiera porque hemos notado no en nuestros 
Juzgados, pero sí en otros que, por ejemplo, el juez dispone un auto que dice "Accédese a la solicitud de la 
autoridad policial”, y eso no es correcto. Lo correcto es que se funde: la Policía me pidió tal cosa y en base a 
eso yo autorizo y expongo los motivos por los cuales lo hago. No es nada menor interceptar un teléfono, es 
algo muy trascendente, porque se están vulnerando derechos. Entonces, ahí habría que ver la posibilidad de 
acotar esto a resolución fundada. 


Por otro lado, las vigilancias electrónicas se establecen para cualquier tipo de delitos, a diferencia de las otras 
técnicas de investigación criminal que son solo para los de nuestra competencia. Está bien que sea para todos 
los delitos, pero acotémoslo, por ejemplo, a los delitos graves. Porque hoy se da la circunstancia de que en 
algunas investigaciones que se pueden hacer por cualquier otro medio, como un hurto simple o un abigeato, 
la Policía pide interceptaciones telefónicas cuando puede hacer una investigación correcta con los medios 
normales. Me parece que si abrimos tanto la canilla perdemos la herramienta. Creo que debemos buscar que 
se acote esa figura para que utilicemos la herramienta en aquellos delitos que necesitan realmente la 
interceptación. 


Otro punto que nos estamos planteando, esto sí entre jueces y fiscales, es el de los teléfonos blancos. En el 
argot judicial y policial denominamos teléfonos blancos a aquellos que tienen algunas personas con un cargo 
importante en la sociedad por ejemplo, ustedes y también los diplomáticos. A un diplomático no lo puedo 
investigar, pero puedo hacerlo indirectamente si la Policía me da un teléfono que le pertenece y yo no lo sé. 
El teléfono blanco significa que nosotros, los operadores, sepamos a quién pertenece cada teléfono. Esto no 
quiere decir que yo no vaya a investigar a un alto cargo: significa que por lo menos voy a saber que lo estoy 
haciendo. No me quiero encontrar con el hecho consumado de que, por vía indirecta, estoy investigando a un 
legislador, a un Ministro o al Director de un Ente. Cuando pido la autorización para interceptar un teléfono 
porque los fiscales somos quienes lo hacemos quiero saber qué estoy haciendo. Me parece que sería de buen 
criterio analizarlo. No sé si es un tema de legislación o de instrumentación, pero sí habría que plantearlo 
porque hoy no lo tenemos resuelto. 


De la misma forma, no tenemos resueltos algunos temas que están en el límite entre lo que es normativo del 
Legislativo y lo que es de instrumentación del Ejecutivo. Eso ocurre, por ejemplo, con el almacenamiento de 
los datos. Hoy tenemos un cúmulo importante de información a través de las interceptaciones, ¿y qué 
hacemos con esto, dónde queda, quién lo regula, quién lo controla, quién lo almacena? Porque en el proceso 
se utiliza una parte, pero todo el resto también es material. 


SEÑOR BAYARDI.- Terminado el proceso, ¿eso no se destruye? 


SEÑOR PERCIBALLE.- Se incorpora al expediente y forma parte de él la prueba que se transcribió, 
lo otro queda... 


SEÑOR BAYARDI.- ¿No se destruye? 
SEÑOR PERCIBALLE.- Que yo sepa, no. Pero hay que tomar alguna resolución. 


Hay otro tema en el que tenemos cierto consenso con los Jueces, que es más del Poder Ejecutivo, pero es 
importante: la necesidad de que sea una unidad policial única la que centralice todo las interceptaciones. Hoy 
tenemos la seccional de acá, una unidad de allá, otra de acá, y me parece que esto es tema de Estado, que 


hace a los derechos de los ciudadanos, por lo que tiene que haber una unidad policial que lo centralice y se 
haga cargo y responsable de eso. 


El otro asunto importante que hay que plantear es el de las responsabilidades en las empresas. Como ustedes 
saben, la Policía le pide al fiscal y este le pide al juez, que envía un oficio a la empresa, a partir del cual 
comienza la interceptación. ¿Por cuántas manos pasa ese oficio? No sabemos; me parece que pasa por varias, 
lo que significa que puede haber una filtración de información. Creo que debemos regular que haya una 
persona encargada y responsable, que sea la que maneje el oficio, y no que este pase por mesa de entrada, 
jurídica, etcétera, y haya cinco personas que estén viendo a quién vamos a interceptar. 


SEÑOR ASTI.- Cuando habla de empresas, ¿se refiere a empresas telefónicas? 
SEÑOR PERCIBALLE.- Efectivamente, empresas telefónicas, que son las encargadas. 


Finalmente, también habría que buscar alguna solución para el tema de los exhortos internacionales. Como 
ustedes saben y comentaba al principio, este es un asunto de delitos transnacionales y debemos estar todos 
muy unidos. Somos muy conscientes de que la cooperación jurídica internacional tanto la que aportemos 
como la que necesitamos de otros países es relevante. Por eso, cada vez que salimos al exterior a alguna 
jornada de trabajo siempre se trata de tomar conciencia de cooperar con los países extranjeros. Esa 
conciencia la hemos logrado a partir del trabajo conjunto con operadores en estos temas, porque sabemos que 
el delito está aquí, en España, en Colombia, pero es todo el mismo, por la gente que se está movilizando. 
Entonces, tenemos que brindar nuestros insumos para mejorar la persecución de este tipo de delitos. Pero, 
¿qué pasa? Ahora se está dando un problema que me han comentados otros colegas fiscales del fuero común: 
varios exhortos vinculados a temas de nuestra competencia, principalmente de lavado de activos, en vez de 
ser derivados a la Fiscalía o a los juzgados especializados, van al fuero común. [Pero el fuero común tiene 
otra problemática, está involucrado en otros temas, y no necesariamente tiene que conocer toda la normativa 
que nosotros aplicamos porque ellos no lo hacen. Entonces, me parece que habría que ver la posibilidad de 
realizar alguna modificación al artículo 75 de la Ley 17.016, que es la que regula lo relativo a la cooperación. 
Deberíamos buscar una redacción que establezca específicamente que los casos de delitos de cooperación 
jurídica en el marco de nuestra competencia sean derivados a los Juzgados competentes. 


Quisiera hacer mención a algo vinculado a la cooperación jurídica: qué sucede cuando hay algún incidente en 
un exhorto internacional. Cuando se presenta un abogado planteando una incidencia en el proceso, la duda es 
a quién se le da traslado. En estos días ocurrió esto y el Juez, con buen criterio, lo trasladó a la Fiscalía, pero 
nosotros no somos parte en ese proceso. Por eso habría que buscar una redacción tendiente a resolver este 
problema, como ocurre en los procesos de extradición en los que se establece que el país que pide la 
colaboración tenga la posibilidad de designar un representante en Uruguay para que sea contraparte del 
ciudadano uruguayo sometido a una investigación. 


Hasta aquí he dado una pincelada un poco rápida sobre toda esta problemática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su aporte así como todos los "deberes" que nos ha dejado 
planteados. La tarea de la Comisión se ve muy enriquecida por los aportes que se han hecho. Lo que 
buscamos es, justamente, tratar de conocer cómo funciona la legislación vigente en la realidad para 
poder mejorarla, adaptarla y actualizarla. 


Por supuesto que la Comisión, con los aportes que hoy ha recibido, con otros que ha tenido y con la visión 
que nos dará la Fiscal Mónica Ferrero pienso que va a confirmar lo planteado por el doctor Perciballe, en 
breve deberá producir algún proyecto para presentar al plenario de la Cámara. 


Reitero: agradecemos muchísimo su comparecencia y su tiempo, así como todo el esfuerzo realizado para 
traernos material preparado para que la Comisión pueda trabajar. 


(Se retira de Sala el Fiscal doctor Ricardo Perciballe) 
(Diálogos) 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


